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HONORABLE ASAMBLEA: 

 

   A los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales de esta Sexagésima Legislatura, por acuerdo de la Presidencia, nos fue 

turnada para estudio y dictamen, Minuta con Proyecto de Decreto que remite la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, por la cual se reforma el inciso e) y se adiciona un 

enciso o) a la fracción IV del artículo 116 y se reforma el artículo 122, Apartado C, Base 

Primera, fracción V, inciso f) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

   En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

92, 94, fracciones I y IV, 97 y 98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Sonora, presentamos para su discusión y aprobación, en su caso, el presente dictamen al 

tenor de las siguientes: 

 



CONSIDERACIONES: 

 

   PRIMERA.- En lo correspondiente al procedimiento que motiva el 

análisis de la Minuta en estudio, es importante dejar asentado que la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 135, previene que dicho ordenamiento 

fundamental es susceptible de ser adicionado o reformado, con la taxativa que: “para que 

las reformas o adiciones lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la 

Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerde las 

reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las Legislatura de los 

Estados”.    

 

   SEGUNDA.- En el caso particular, el Congreso de la Unión aprobó 

reforma el inciso e) y se adiciona un enciso o) de la fracción IV del artículo 116; y se 

reforma el artículo 122, Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso f) de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de suprimir el derecho que de 

manera exclusiva tienen los partidos políticos para solicitar el registro de candidatos a 

elección popular en las entidades federativas. 

 

   En ese sentido, es preciso señalar que la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión, consideró procedente la aprobación de la modificación 

constitucional en cuestión, por las siguientes razones: 

“Esta comisión dictaminadora, después de hacer un análisis exhaustivo de la Iniciativa en 

estudio, llega a la convicción de emitir dictamen en sentido positivo del proyecto de 

decreto por el que se reforma el inciso e) de la fracción IV del artículo 116 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de candidaturas 

independientes, en razón de los siguientes argumentos: 



En principio, esta comisión dictaminadora reconoce que las candidaturas independientes 

constituyen un avance en la garantía de los derechos políticos de la ciudadanía, por lo que 

resulta necesario complementar el propósito de esta reforma para que en el ámbito de las 

Entidades Federativas dicha previsión constitucional tenga también plena aplicación en la 

legislación electoral. 

La iniciativa pretende incluir el derecho de los ciudadanos para solicitar un registro en 

forma independiente, en el artículo 116, fracción IV, inciso e) de la Constitución Federal 

para obligar a los Estados a incorporarlo en la legislación electoral estatal, sin embargo, 

dicha norma constitucional prohíbe la intervención de organizaciones gremiales o con 

objeto social diferente en la creación de partidos y cualquier forma de afiliación 

corporativa, por lo cual no es dable incluir en esta porción normativa el referido derecho. 

Es decir, la norma constitucional citada prescribe que los partidos políticos únicamente 

podrán constituirse por ciudadanos sin intervención de dichas organizaciones y sin la 

existencia de afiliación corporativa. 

Ahora bien, con el propósito de dar congruencia y eficacia a los planteamientos de la 

iniciativa propuesta por el diputado, los suscritos integrantes de esta Comisión planteamos 

algunas modificaciones a la iniciativa que se dictamina. 

En primer lugar, se modifica el inciso e) de la fracción IV del artículo 116 de la Ley 

Fundamental en la porción normativa que indica “Asimismo, tengan reconocido el 

derecho exclusivo para solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular” 

para eliminar la palabra “exclusivo”; ello con la finalidad de hacer acorde la reforma 

propuesta con la fracción II del artículo 35 de la Constitución, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación del día 9 de agosto de 2012, que establece el derecho del 

ciudadano de solicitar su registro como candidato ante la autoridad electoral por parte de 

un partido político o en forma independiente. 

Por ello, su redacción queda de la siguiente forma: 

a) a d) (...) 

e) Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos sin intervención de 

organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación 

corporativa. Asimismo tengan reconocido el derecho para solicitar el registro de 

candidatos a cargos de elección popular, con excepción de lo dispuesto en el artículo 

2o., apartado A, fracciones III y VII, de esta Constitución; 



En segundo lugar, se modifica la propuesta contenida en la iniciativa, para adicionar a la 

fracción IV del artículo 116 de la Ley Fundamental el inciso o) para que su redacción 

quede de la siguiente forma: 

IV. Las Constituciones y las leyes de los Estados en materia electoral garantizarán que: 

f) a n) (...) 

o) Se fijen las bases y requisitos para que en las elecciones los ciudadanos soliciten su 

registro para poder ser votados en forma independiente a todos los cargos de elección 

popular. 

Lo anterior, resuelve la antinomia que actualmente presentan los artículos 35, fracción II y 

116, fracción IV de la Constitución, al mantener este último precepto legal una redacción 

que permite a los partidos políticos continuar con el monopolio de las candidaturas y del 

registro. 

Así, esta comisión dictaminadora coincide con el diputado González Morfín que el derecho 

político de los ciudadanos a “votar y ser votado”, fortalece el régimen democrático 

mexicano, a partir de la coexistencia de un sistema de partidos y de candidaturas 

independientes. Las candidaturas independientes constituyen una fórmula de acceso a 

ciudadanos sin partidos para competir en procesos comiciales, tanto a nivel federal como 

local, por lo que, de esta forma, se abren las puertas a la participación independiente de 

los ciudadanos en las contiendas electorales, con los requisitos de ley que aseguren 

representatividad y autenticidad, con ciertos derechos y obligaciones que sean armónicos 

con las existentes para los partidos políticos que garanticen transparencia y rendición de 

cuentas. 

El sustento de todo régimen que se considere democrático es la participación de los 

ciudadanos en los asuntos públicos, vía la emisión del voto, los partidos políticos, las 

agrupaciones u organizaciones no gubernamentales y los instrumentos propios de la 

democracia participativa como la iniciativa popular, el referéndum, plebiscito o la 

revocación del mandato. El fundamento de la democracia es precisamente el ciudadano, 

cuyos derechos políticos deben ser promovidos y respetados. 

En virtud de ello, la Comisión que dictamina considera que garantizar la coexistencia 

entre el sistema de partidos y las candidaturas independientes en todo el país, no es un 

tema menor pues se trata de un derecho democrático establecido por diferentes instancias 

y acuerdos internacionales, entre los que se destacan la Comisión de Derechos Humanos 



de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. 

Si bien los ciudadanos mexicanos cuentan ya con el derecho a las candidaturas 

independientes a nivel federal, la que dictamina coincide con el diputado González Morfín 

que las candidaturas independientes en el ámbito local, harán posible que los partidos 

políticos retomen el camino de un mayor y permanente contacto con la sociedad y los 

ciudadanos, dando cauce a la participación amplia y efectiva de sus propios afiliados, de 

sus simpatizantes y de todos los que están interesados en participar en ellos.”  

 

Por su parte, la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión 

aprobó, a su vez, la iniciativa en estudio con base en argumentos similares: 

“El establecimiento de las candidaturas independientes en el sistema jurídico nacional, 

obedeció a la necesidad de abrir nuevos cauces de participación que garantizaran a los 

ciudadanos el ejercicio del derecho fundamental de participar en la dirección de los 

asuntos públicos, así como de ser elegidos en comicios periódicos, auténticos y realizados 

por voto universal, igual y secreto, de modo que pudieran tener acceso, en condiciones de 

igualdad y sin restricciones indebidas, a los diversos cargos de elección popular del país. 

El derecho que asiste a los ciudadanos mexicanos de participar como candidatos en los 

procesos comiciales sin la intervención o mediación de partidos políticos, obedece al 

reconocimiento que el Estado Mexicano ha hecho del mismo, el cual se ha expresado en los 

diversos instrumentos que ha celebrado con los demás miembros de la comunidad 

internacional. 

Así, en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, “Pacto de 

San José de Costa Rica” y en el artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, instrumentos internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano1, se 

consagra entre otros, el derecho que tienen los ciudadanos, para sin restricciones 

indebidas, ser votados en elecciones periódicas, auténticas y por medio de sufragio 

universal, igualitario y secreto, derecho cuyo ejercicio de ningún modo depende de la 

necesaria intervención de partidos políticos. 

Lo anterior, es congruente con la observación número 25 del Comité de Derechos 

Humanos en relación con el citado artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=sp&mn=3&sm=3&id=42822#_ftn1


y Políticos, relativo a la participación en los asuntos públicos y el derecho al voto, donde 

entre otros aspectos se señaló: 

“17. El derecho de las personas a presentarse a elecciones no deberá limitarse de forma 

excesiva mediante el requisito de que los candidatos sean miembros de partidos o 

pertenezcan a determinados partidos. Toda exigencia de que los candidatos cuenten con un 

mínimo de partidarios [para presentar su candidatura] deberá ser razonable y no 

constituir un obstáculo a esa candidatura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del 

artículo 5 del Pacto, las opiniones políticas no deberán usarse como motivo para privar a 

una persona del derecho a presentarse a elecciones”. 2 

En congruencia con lo anterior, es que mediante reforma al artículo 35, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el 9 de agosto de 2012, se estableció como derecho de los ciudadanos 

mexicanos, el solicitar su registro como candidatos de manera independiente ante la 

autoridad electoral, siempre que cumplieran con los requisitos, condiciones y términos 

establecidos en la legislación correspondiente. 

Cabe precisar que la introducción de esta modalidad de participación ciudadana, de 

ningún modo se consideró como un sustituto al sistema de partidos políticos, sino como 

medio para incentivar a tales entidades de interés público a buscar un mayor y permanente 

contacto con la sociedad y los ciudadanos, permitiendo una participación más amplia y 

efectiva de sus propios afiliados y de sus simpatizantes, así como de todos aquellos 

interesados en formar parte de su organización. 

Al respecto, resulta conveniente citar lo expresado en el Dictamen sobre la citada reforma 

constitucional, aprobado por esta Cámara de Senadores en su sesión del miércoles 27 de 

abril de 2011, donde se señaló lo siguiente: 

“Se trata de abrir nuevos cauces a la participación directa de la ciudadanía, a través de 

fórmulas y procedimientos que estimulen el interés de la sociedad en los asuntos públicos y 

los procesos comiciales, sin por ello debilitar el sistema electoral que en México se ha 

construido a lo largo de más de tres décadas. Las críticas al sistema de partidos deben 

mover a reflexión y cambios, pero sin demoler lo que entre todos hemos construido. Los 

partidos políticos son y deben seguir siendo columna vertebral del sistema electoral, su 

existencia y fortalecimiento constantes son requisito y condición indispensable para la 

consolidación y expansión del sistema democrático. 

http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=sp&mn=3&sm=3&id=42822#_ftn2


No hay democracia sostenible sin partidos políticos fuertes, vinculados a la sociedad, con 

prácticas internas democráticas y con obligaciones de transparencia y rendición de 

cuentas. 

Los partidos políticos deben seguir siendo el medio principal para el agrupamiento de la 

diversidad de ideas y proyectos que se presenta en una sociedad plural como la nuestra; a 

ellos corresponde la tarea de aglutinar y organizar, bajo principios y reglas democráticas, 

a quienes se identifican con sus visiones y propuestas, para hacer posible el acceso de los 

ciudadanos al ejercicio de los cargos públicos de elección popular. Para que los partidos 

políticos cumplan con las funciones y propósitos que la Carta Magna les señala, no basta 

la competencia entre ellos, ni la vigilancia de las autoridades electorales. Es necesario que 

los propios ciudadanos cuenten con la posibilidad de exigir a los partidos democracia 

interna, transparencia y rendición de cuentas, y que esa exigencia cuente con el medio 

idóneo para, en su caso, competir con ellos sin necesidad de pasar por sus filas o acudir a 

su registro legal”.3 

Así, bajo la lógica de incentivar el fortalecimiento del sistema de partidos políticos y 

establecer las condiciones normativas que garantizaran el derecho de los ciudadanos de 

ser votados para los diversos cargos de elección popular, fue establecido en el artículo 35, 

fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la posibilidad 

para éstos de obtener su registro ante las autoridades electorales como candidatos, sin 

necesidad de que fueran postulados por un partido político, siempre que satisficieran los 

requisitos, términos y condiciones establecidos en la ley para tal efecto. 

No obstante, tal y como se menciona en la Minuta que se analiza, la reforma constitucional 

al precepto antes citado, generó una aparente antinomia con lo dispuesto en el artículo 

116, fracción IV, inciso e) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

donde hasta la fecha se señala que en el ámbito de las entidades federativas, los partidos 

políticos tienen el derecho exclusivo para solicitar su registro de candidatos a cargos de 

elección popular, desde luego con excepción de lo dispuesto en el artículo 2o., apartado A, 

fracciones III y VII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.4 

Esta aparente contradicción entre los citados preceptos constitucionales, fue advertida por 

el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Acción de 

Inconstitucionalidad 50/2012, la cual fue disuelta al establecerse por el Tribunal 

Constitucional del país, que a partir de la reforma al artículo 35, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el 9 de agosto de 2012, había quedado establecida una normativa expresa 

para que tanto el legislador ordinario federal y local, pudieran regular las candidaturas 
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independientes. En este sentido, se consideró que lo dispuesto en el artículo 116, fracción 

IV, inciso e) de la Constitución Federal, resultaba una regla general que no era oponible a 

la excepción prevista en el artículo 35, fracción II del Texto fundamental, donde quedó 

prevista la posibilidad para que los ciudadanos pudieran obtener su registro como 

candidatos independientes. Al respecto es pertinente citar la parte conducente del fallo en 

cuestión: 

“En este sentido, no pasa inadvertido para esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que, con independencia de lo planteado por los accionantes, existe una antinomia entre lo 

dispuesto en el artículo 116, fracción IV, inciso e), y el texto reformado del artículo 35, 

fracción II, de la Constitución Federal, pues mientras que el primero de ellos, conforme a 

su sentido originario, establece el derecho exclusivo de los partidos políticos para solicitar 

el registro de candidatos a cargos de elección popular, con excepción de lo dispuesto en el 

artículo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de la propia Norma Fundamental, el segundo 

incorpora en términos generales como derecho de los ciudadanos solicitar el registro 

como candidatos de manera independiente a los partidos políticos. 

Al respecto, ha sido criterio de este Alto Tribunal que al fijarse el alcance de un 

determinado precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos debe 

atenderse a los principios establecidos en ella, arribando a una conclusión congruente y 

sistemática, en virtud de que cada uno de los preceptos contenidos en la Norma 

Fundamental forma parte de un sistema constitucional, por lo que al interpretarlos debe 

partirse por reconocer, como principio general, que el sentido que se les atribuya debe ser 

congruente con lo establecido en las diversas disposiciones constitucionales que integran 

ese sistema, lo que se justifica por el hecho de que todos ellos se erigen en el parámetro de 

validez al tenor del cual se desarrolla el orden jurídico nacional, por lo que de aceptar 

interpretaciones constitucionales que pudieran dar lugar a contradecir frontalmente lo 

establecido en otras normas de la propia Constitución, se estaría atribuyendo a la voluntad 

soberana la intención de provocar grave incertidumbre entre los gobernados al regirse por 

una Norma Fundamental que es fuente de contradicciones; sin dejar de reconocer que en 

ésta pueden establecerse excepciones, las cuales deben preverse expresamente y no derivar 

de una interpretación que desatienda los fines del Constituyente. 

Conforme lo anterior, dado que la reforma al artículo 35, fracción II, se realizó con 

posterioridad a la incorporación del inciso e) de la fracción IV del artículo 116 al texto 

constitucional y de los dictámenes en que se sustentó se advierte la intención de que los 

ciudadanos tengan derecho a solicitar, con independencia de los partidos políticos, el 

registro como candidatos a puestos de elección popular, tanto a nivel federal como estatal, 

siempre y cuando cumplan con los requisitos correspondientes, el contenido del citado 



inciso e) debe armonizarse con lo dispuesto en la fracción II del artículo 35 de la propia 

Ley Fundamental, y entenderse, de acuerdo a su nuevo contexto normativo, en el sentido de 

que los ciudadanos tienen derecho al voto pasivo, para las elecciones federales y locales, 

sin que necesariamente el registro como candidato sea solicitado por un partido político. 

Esto es, que lo establecido en el referido inciso e) debe interpretarse como una regla 

general, en la inteligencia de que lo establecido en el artículo 35, fracción II, de la propia 

Constitución Federal constituye una excepción más a dicha regla, de manera que salvo el 

caso de lo dispuesto en el artículo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de la Norma 

Fundamental, relativo al derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a su libre 

determinación y a su autonomía para elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y 

prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas 

propias de gobierno interno, así como a elegir representantes ante los ayuntamientos en 

los municipios con población indígena, y el caso a estudio relativo a las referidas 

candidaturas independientes, debe entenderse que los partidos políticos deben tener 

reconocido el derecho exclusivo para solicitar el registro de candidatos a cargos de 

elección popular. 

Como consecuencia de lo anterior, dado que con motivo de la reforma a la Constitución 

Federal de nueve de agosto de dos mil doce, existe en ésta una base normativa expresa 

para que el legislador ordinario federal y local regulen las candidaturas independientes, 

ciudadanas o no partidarias, este Tribunal Pleno abandona la tesis de jurisprudencia P./J. 

59/2009, que se transcribe a continuación: 

“CANDIDATURAS INDEPENDIENTES, CIUDADANAS O NO PARTIDARIAS. AL 

NO EXISTIR EN LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS ALGUNA BASE NORMATIVA EXPRESA EN RELACION CON 

AQUELLAS, EL LEGISLADOR ORDINARIO FEDERAL NO PUEDE 

REGULARLAS. El artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos regula, entre otros aspectos, la función estatal de organizar elecciones libres, 

auténticas y periódicas para la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, sin 

embargo, no contiene alusión alguna a las candidaturas independientes, ciudadanas o no 

partidarias, esto es, el Constituyente Permanente no estableció lineamiento normativo 

alguno dirigido al legislador ordinario federal para regular tales candidaturas. Además, 

bajo una interpretación funcional de las disposiciones aplicables, el Constituyente 

Permanente ha pretendido fortalecer, mediante las sucesivas reformas constitucionales en 

materia político-electoral, un sistema de partidos políticos plural y competitivo, habida 

cuenta que éstos constituyen un elemento central en la reproducción del Estado 

constitucional democrático de derecho. Acorde con lo anterior, dado que no existe en el 



indicado artículo 41 una base normativa relativa a las candidaturas independientes, no 

está previsto que el legislador ordinario federal pudiese regularlas ni la forma en que 

pudiese hacerlo, y ello por razones de principio de orden constitucional, toda vez que 

aquél no sólo encontraría graves problemas para legislar en esa materia, sino que en 

virtud del diseño constitucional orientado a fortalecer el sistema constitucional de partidos 

políticos, en lo tocante a las referidas candidaturas independientes tampoco hay bases 

constitucionales que permitan hacer efectivos los principios rectores de la función estatal 

electoral (como el de certeza o de legalidad), así como otros principios relacionados 

(como el de igualdad en la contienda electoral o el de que en el financiamiento de los 

partidos políticos y sus campañas electorales los recursos públicos deberán prevalecer 

sobre los de origen privado) y, particularmente, en lo tocante a prerrogativas tales como el 

acceso a los medios de comunicación (radio y televisión), entre otros aspectos 

fundamentales.”6 

Lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 

Inconstitucionalidad 50/2012, hace patente la necesidad de realizar la reforma 

constitucional propuesta en la Minuta que se analiza, lo anterior con la finalidad de 

resolver la antinomia existente entre los artículos 35, fracción II y 116, fracción IV de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

IV. CAMBIOS A LA MINUTA 

Dado que las bases constitucionales que rigen al sistema electoral de los Estados de la 

República, resultan aplicables en lo conducente a aquel que rige para el sistema electoral 

del Distrito Federal, estas Comisiones Dictaminadoras estiman necesario reformar 

también el artículo 122, Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso f) de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la finalidad de establecer con claridad, que 

el derecho de los ciudadanos para obtener su registro como candidatos independientes 

ante las autoridades electorales, será igualmente procedente para la elección de los 

diversos cargos de elección popular en el Distrito Federal. 

En este sentido, se propone que en el citado precepto se establezca que la Asamblea 

Legislativa, en los términos del Estatuto de Gobierno, tendrá la facultad de expedir las 

disposiciones que garanticen en el Distrito Federal elecciones libres y auténticas, mediante 

sufragio universal, libre, secreto y directo; sujetándose a las bases que establezca el 

Estatuto de Gobierno, las cuales cumplirán los principios y reglas establecidos en los 

incisos b) al o) de la fracción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, lo anterior en virtud de que en el último inciso mencionado, se 

consignaría el derecho de los ciudadanos para obtener su registro como candidatos 
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independientes ante las autoridades electorales, siempre y cuando cumplan con los 

requisitos, términos y condiciones que se determinen en la legislación correspondiente.” 

 

   Una vez tomadas en cuenta las consideraciones expresadas por las 

cámaras del Congreso de la Unión, los integrantes de esta Comisión de Gobernación y 

Puntos Constitucionales, coincidimos totalmente con los argumentos bajo los cuales se 

fundamenta la modificación constitucional en estudio y, de manera congruente, 

proponemos su aprobación por parte del Pleno de esta Soberanía, toda vez que, con los 

cambios a nuestra Carta Magna, se garantiza efectivamente el derecho ciudadano 

consagrado en el artículo 35 de nuestra Constitución Federal a votar y ser votado.  

 

   En tal sentido, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 135 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 52 de la Constitución Política del 

Estado, sometemos a consideración del Pleno el siguiente punto de:  

 

 

ACUERDO: 

 

ÚNICO.- El Congreso del Estado de Sonora, en ejercicio de las facultades constitucionales 

que son de su competencia, según lo dispone el artículo 135 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, aprueba en todas y cada una de sus partes, la Minuta con 

proyecto de Decreto por el que se reforma el inciso e) y se adiciona un enciso o) a la 

fracción IV del artículo 116; y se reforma el artículo 122, Apartado C, Base Primera, 

fracción V, inciso f) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma 

que remitiera, a esta Soberanía, la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, que 

en su parte conducente es como sigue: 

 

“M I N U T A 

P R O Y E C T O 

D E 

D E C R E T O 

 



SE REFORMA EL INCISO e) Y SE ADICIONA UN INCISO o) DE LA FRACCIÓN 

IV DEL ARTÍCULO 116; Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 122, APARTADO C, 

BASE PRIMERA, FRACCIÓN V, INCISO f) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

Artículo Único.- Se reforma el inciso e) de la fracción IV del artículo 116, y el inciso f), de 

la fracción V, Base Primera, del Apartado C, del Artículo 122; y se adiciona un inciso o) a 

la fracción IV del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 116. … 

 

… 

 

I. a III. … 

 

IV. … 

 

a) a d). … 

 

e) Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos sin intervención de 

organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación 

corporativa. Asimismo tengan reconocido el derecho para solicitar el registro de candidatos 

a cargos de elección popular, con excepción de lo dispuesto en el artículo 2o., apartado A, 

fracciones III y VII, de esta Constitución; 

 

f) a n) … 

 

o) Se fijen las bases y requisitos para que en las elecciones los ciudadanos soliciten su 

registro como candidatos para poder ser votados en forma independiente a todos los cargos 

de elección popular, en los términos del artículo 35 de esta Constitución. 

 

V. a VII. … 

 

Artículo 122. … 

 

… 

 

… 



 

… 

 

… 

 

… 

 

A. y B. … 

 

C. … 

 

BASE PRIMERA. … 

 

I. a IV. … 

 

V. … 

 

a) a e). … 

 

f) Expedir las disposiciones que garanticen en el Distrito Federal elecciones libres y 

auténticas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; sujetándose a las bases que 

establezca el Estatuto de Gobierno, las cuales cumplirán los principios y reglas establecidos 

en los incisos b) al o) de la fracción IV del artículo 116 de esta Constitución, para lo cual 

las referencias que los incisos j) y m) hacen a gobernador, diputados locales y 

ayuntamientos se asumirán, respectivamente, para Jefe de Gobierno, diputados a la 

Asamblea Legislativa y Jefes Delegacionales; 

 

g) a p). …  

 

BASE SEGUNDA A BASE QUINTA. … 

 

D. a H. …  

 

T R A N S I T O R I O 

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación.” 

 



Por estimar que el presente dictamen debe ser considerado como de 

obvia resolución, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 127 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo de Sonora, se solicita la dispensa al trámite de segunda lectura, para que 

sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión ordinaria. 

 

SALA DE COMISIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 

"CONSTITUYENTES SONORENSES DE 1917" 

Hermosillo, Sonora, a 02 de octubre de 2013 

 

 

C. DIP. JOSÉ ABRAHAM MENDÍVIL LÓPEZ 

 

C. DIP. VICENTE TERÁN URIBE 

 

C. DIP. GUADALUPE ADELA GRACIA BENÍTEZ 

 

C. DIP. GILDARDO REAL RAMÍREZ 

 

C. DIP. JUAN MANUEL ARMENTA MONTAÑO 

 

C. DIP. JOSÉ EVERARDO LÓPEZ CÓRDOVA 

 

C. DIP. PRÓSPERO MANUEL IBARRA OTERO  

 



C. DIP. ISMAEL VALDÉZ LÓPEZ 

 

C. DIP. CARLOS ERNESTO NAVARRO LÓPEZ 

 


